STJSL-S.J. – S.D. Nº 185/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a tres días del mes de noviembre de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: DIEP, JULIO ADOLFO - AV. ROBO CALIFICADO - RESISTENCIA A LA AUTORIDAD” – IURIX PEX  N° 98133/2.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son: 

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por el Sr. Fiscal de Cámara? 
II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?
III) En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?
IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?
V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) A fs. sub 4, el Sr. Fiscal de Cámara de la Segunda Circunscripción Judicial, interpone recurso de casación contra del Auto Interlocutorio Nº 101/12 de fecha 03/04/12, copia a fs. sub 1/sub 3 (fs. 276/278 vta. de los autos principales), dictado por la Excma. Cámara en lo Penal y Contravencional Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, en los términos de los arts. 426 y ss. del C.P. Crim., por las causales previstas en el art. 428 del mismo cuerpo legal, que resuelve declarar la inconstitucionalidad, del límite de seis años, dispuesto en el art. 363 inc. 1 del C.P. Crim., en cuanto limita a dicho monto, la aplicabilidad del Juicio Abreviado, en el sub examine. El recurso es fundado a fs. sub 7/sub 11.-

2)  De las constancias del expediente principal que a la vista se tiene, y del presente incidente, se observa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, se ataca una sentencia equiparable a definitiva dictada por el Tribunal competente, encontrándose el recurrente exento del depósito establecido conforme al art. 431 del Código Procesal Criminal, fundando el mismo en las causales del art. 428 ibíd., lo que conlleva la admisibilidad formal del recurso incoado. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Luego de referirse a los antecedentes de la causa, el recurrente manifiesta que el decisorio cuestionado es definitivo, por cuanto la declaración de inconstitucionalidad implica sostener que cuanto menos la norma del art. 363 inc. 1, contiene vicios a criterio de la Excma. Cámara que ameritan su tacha de inconstitucionalidad, y por otro lado, también por el efecto que determina la declaración de inconstitucionalidad, que como ha reseñado habilita la celebración de juicios abreviados, por encima de los topes previstos en la norma –art. 363 C.P. Crim.-, como ha ocurrido en el presente caso.

Manifiesta en el punto 4.-FUNDAMENTACION, que en oportunidad de contestar el planteo efectivizado por la defensa técnica de Diep, Julio Adolfo, sostuvo que el trámite del juicio abreviado, necesariamente debe estar determinado en el quantum de la pena mayor para que pueda ser aplicado, como efectivamente lo prescribe el art. 363 CP. Crim., en este caso, nuestra ley adjetiva lo fija en un tope de seis años. 
Destaca, que no hay violación alguna a la manda constitucional de la igualdad ante la ley, de hecho surge que a quien se le imputa un delito tiene en el procedimiento oral,  las garantías necesarias que establecen la Constitución Nacional, las Constitucionales Provinciales, y los Tratados Internacionales sobre la materia, ya que el sistema otorga todas las garantías propias de un juicio: acusación, defensa y sentencia. Agrega que en el trámite abreviado, estas garantías constitucionales no subyacen, pero esto sería negar que el trámite abreviado ha venido a dar solución a muchas causas, que de otra manera hubieren tenido  un procedimiento más extenso y la conclusión del proceso se hubiera demorado en el tiempo. 
Agrega, que modificar el tope de los seis años implica lisa y llanamente, que los jueces se coloquen en el rol de legisladores y determinen la política criminal a seguir en esta provincia; no solo porque no es su función, sino porque dicho tope no es arbitrario, por cuanto fue pensado y determinado para que lleguen a juicio oral, aquellas causas que tengan mayor trascendencia, aunque todas la tienen, pero la existencia de delitos con mayor punición es una realidad, y a ellas se apuntó. También entre sus fundamentos para rechazar el planteo, considera que el juicio oral es el único proceso que garantiza el derecho de la víctima, extremo no menor, por cuanto en tiempos como los actuales, surge como una necesidad la revalorización de la víctima y su incidencia en el proceso. 
Sostiene que la Excma. Cámara, fundamenta su decisorio claramente, en la afectación al principio de igualdad, consagrado en el art. 16 de la C.N., a lo que aduna el extremo del plazo razonable, so pena de pretender mayor celeridad, adecuada respuesta y justa solución a los conflictos penales,  economía procesal, ahorro de gestión, que también forman parte de la fundamentación. Destaca que a poco de andar, vemos que en el caso, no hay afectación alguna al plazo razonable, no había cuestionamiento alguno respecto de los tiempos procesales desde el momento mismo de la comisión del delito (07/05/11) hasta la fecha de fijación del juicio, es más,  estaba fijado el juicio oral antes de transcurrido el año, desde la comisión del ilícito. 
 2) A fs. sub 17, obra el dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia, quien se expide por el rechazo del recurso de casación, por ser formalmente improcedente,  dictamen al que remitimos brevitatis causae.  
3) Adelanto que comparto y hago propio el dictamen del Sr. Procurador General, por los fundamentos expuestos, por lo que la casación interpuesta debe ser rechazada. En efecto, considero que el medio impugnaticio, que debió haberse interpuesto contra la resolución emanada de la Cámara Penal Nº 1, es el recurso de inconstitucionalidad local, y no la casación. 
La viabilidad de los recursos, depende de que se hayan cumplido los recaudos de impugnabilidad  objetiva y subjetiva, por los que la ley define quiénes pueden recurrir, cuál es el objeto, la materia y el medio de impugnación que procede en cada caso y cuál es la actividad que demanda su articulación. 
Enseña Lino Palacio que: “…un recurso es admisible cuando posibilita el examen de los agravios invocados por el recurrente y, por consiguiente, la emisión de un pronunciamiento acerca del fondo o mérito de las cuestiones sobre las que ellos versan…” De modo que la revisión de los requisitos de admisibilidad –indica- es una operación necesariamente previa al estudio de la fundabilidad o estimabilidad, y un juicio negativo sobre la concurrencia de cualquiera de los primeros descarta, sin más, la necesidad  de una decisión relativa al mérito del recurso. (PALACIO, Lino Enrique, Los recursos en el proceso penal, Abeledo-Perrot, Bs. As., 1998, Pág. 14, citado en Admisibilidad del recurso de casación, María de las Mercedes López Alducin, Revista de Derecho Procesal Penal, 2013-2, Vías de Impugnación en el Proceso Penal, Nuevas Tendencias y Cambios de Paradigma,  Director: Edgardo Alberto Donna, Rubinzal Culzoni Ed., Santa Fe, 2014). 
El recurso de inconstitucionalidad local, previsto en los arts. 420 y ss. del CP Crim., es la vía admisible frente a los supuestos de resoluciones interlocutorias o definitivas, que cuestionan la validez de una ley o de un decreto, bajo la pretensión de ser contrarios a la Constitución Nacional, y la decisión de los jueces sea en favor de la Ley o decreto, como en el presente caso en estudio, donde se ha cuestionado la validez constitucional del art. 363 inc. 1º del CP. Crim. 
La doctrina ha sostenido que: "El proceso abreviado está inserto en el título sobre "Procedimientos especiales" de este Código...En tal sentido, se trata de un rito que establece un mecanismo diferenciado para la solución que se supone adecuada del particular conflicto penal de que se trata sometido a proceso, más allá de la propia entidad penal abstracta fijada en el artículo, aunque sin desconocerla totalmente" (Bertolino, Pedro. Cód. Procesal Penal de la Pcia. de Bs. As. Comentado y anotado, pág. 552, citado en El juicio abreviado, por SERGIO MANUEL TERRÓN 10 de Abril de 2012 www.infojus.gov.ar acceso 29/09/16). 
Y siguiendo al autor citado: “El Fiscal deberá pedir pena y el imputado y su Defensor extenderán su conformidad a ella y a la calificación." Es condición necesaria pero no suficiente que exista un acuerdo entre Fiscal, imputado y defensa para que este mecanismo sea aplicable. Dicha concertación refuerza las posturas que sostienen la constitucionalidad del Juicio abreviado, dado que su carácter consensual derriba cualquier pretensión de inobservancia del derecho de defensa en juicio. Se habilita una zona discrecional en que prevalece la autonomía de voluntad de las partes, en cuanto una de aquellas puede proponer esta solución y la restante adherir o rechazar el acuerdo. En caso de acordar se viabiliza una solución negociada del conflicto que constituye el pragma delictivo.”. 
Al aplicarse este instituto, deberá tenerse en cuenta el delito o los delitos de que se trate en cada caso, y el acuerdo arribado entre el Fiscal, el imputado y la defensa acerca del delito; la responsabilidad y participación del imputado y la pena a aplicarse, por lo que estimo que no es necesario declarar la inconstitucionalidad del límite de seis años impuesto en dicha norma, ya que el instituto puede aplicarse a los supuestos, en los que la pena que surge del acuerdo sea mayor, según las circunstancias del caso. 
Por todo ello,  VOTO a la SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde desestimar el Recurso de Casación interpuesto por la Fiscalía de Cámara de la Segunda Circunscripción Judicial y confirmar el Auto Interlocutorio Nº 101/12,  dictado por la Excma. Cámara en lo Penal y Contravencional Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial. 
Los Señores Ministros, Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, dijo: Sin costas por ser un recurso interpuesto por el Ministerio Público Fiscal. 
Los Señores Ministros, Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, tres de noviembre de dos mil dieciséis.-

Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Desestimar el Recurso de Casación interpuesto por la Fiscalía de Cámara de la Segunda Circunscripción Judicial y confirmar el Auto Interlocutorio Nº 101/12, de fecha 3/04/12, (INC Nº 98133/1) dictado por la Excma. Cámara en lo Penal y Contravencional Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial. 
II) Sin costas por ser un recurso interpuesto por el Ministerio Público Fiscal.- 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.-    
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